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En la ciudad de La Plata, a 25 de agosto de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Negri, de Lázzari, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 101.351, "Insaurralde, Rosa Noemí contra Soraiz, Mariano y otros. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo nº 3 de Morón rechazó la demanda deducida por Rosa Noemí Insaurralde, imponiendo las costas a la vencida (v. sent., fs. 308/311).

Contra dicho pronunciamiento, la parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 320/335).

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

I. El tribunal del trabajo interviniente rechazó la demanda promovida por Rosa Noemí Insaurralde contra Mariano Gabriel Soraiz, Roxana Herrera y Lautaro Kalbermatter, por la que reclamaba -previa solicitud de la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 2 , 6, 8 , 14, 15 , 21, 22 , 39 , 40, 46 y 49 de la ley 24.557-, el cobro de la indemnización por daños y perjuicios con fundamento en las normas del derecho común, derivada de la incapacidad que la actora alegó padecer como consecuencia de un accidente de trabajo.

Para así decidir, consideró que la accionante no logró acreditar que el día 21 de junio de 2002, hubiere sufrido el infortunio invocado como sustento de su pretensión.

Siendo ello así, juzgó que no correspondía analizar el planteo de inconstitucionalidad efectuado respecto del art.39 de la ley 24.557, por devenir inoficioso.

II. La parte actora interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, en el que denuncia absurdo y violación de los arts. 499 y 1113 del Código Civil; 57 de la Ley de Contrato de Trabajo; 375 y 384 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires; 44 inc. "d" de la ley 11.653; y de doctrina legal que cita.

Afirma que el tribunal no interpretó correctamente el art. 1113 del Código Civil, siendo que en el caso no se dan ninguno de los supuestos que eximen de responsabilidad al "guardián de la cosa".

Destaca que el sentenciante tuvo por acreditada la relación laboral y la cosa riesgosa a tenor de la prueba testimonial.

Sostiene que al dictar el veredicto y la sentencia, el a quo no tuvo en consideración el apercibimiento dispuesto a los accionados -precisa: consistente en tener por ciertos los hechos que indica fueron alegados en la demanda- frente a la intimación para que manifestaran el día y la hora en que el perito ingeniero podía concurrir a la planta fabril para realizar la pericia, lo que a su juicio, llevaría a tener por acreditado el infortunio laboral y asimismo la relación causal entre la máquina -cosa riesgosa- que habría utilizado el actor y la producción del daño.

Alega que en la especie existe otra "constancia irrefutable" que acredita la producción del accidente: la confesión ficta de los demandados.

Lo anterior, expresa, demuestra también el absurdo en el que incurrieron los magistrados de grado en la apreciación de los hechos y de las pruebas.

Por otro lado, esgrime que ante el silencio guardado por el codemandado Soraiz en orden a la comunicación postal por la cual se le notificó el acaecimiento del siniestro y se mencionó la existencia de la sociedad, conforme el principio in dubio pro operario y lo establecido en el art.57 de la Ley de Contrato de Trabajo, el juzgador debió tener por ciertos tales hechos.

Señala que se violó el art. 499 del Código Civil por cuanto en el fallo se tuvo por acreditado el contrato de trabajo -causa fuente de la obligación- y en consecuencia debió tenerse también por probado el accidente, atento a que los demandados no produjeron prueba alguna.

Aduce que se transgredió el art. 375 del Código Procesal Civil y Comercial pues existiendo una responsabilidad objetiva que emana del art. 1113 del Código Civil, la carga de la prueba correspondía a los demandados.

Finalmente, reitera el planteo de inconstituciona-lidad de los arts. 2, 6, 8, 14, 15, 21, 22, 39, 40, 46 y 49 cláusula adicional 1ra., 3ra. y 5ta. "y concordantes" de la ley 24.557 efectuado en la demanda.

III. El recurso no prospera.

1.a. La actora promovió demanda contra Mariano Soraiz, Roxana Herrera y Lautaro Kalbermatter, con el objeto de percibir la reparación integral del daño producido como consecuencia del accidente que alegó haber sufrido el día 21 de junio de 2002, desempeñándose para la sociedad de hecho de los demandados (v. demanda, fs. 19/23).

Para ello, introdujo el planteo de inconstitucionalidad de los arts. 2, 6, 8, 14, 15, 21, 22, 39, 40, 46 y 49 de la ley 24.557.

b. Al contestar la demanda, tanto Lautaro Kalbermatter (fs. 36/38 vta.) como Mariano Soraiz (fs. 111/113) negaron la existencia de una relación laboral con Insaurralde, así como el acaecimiento del accidente que dio sustento a la demanda. Asimismo, alegaron que Kalbermatter y Herrera conforman una sociedad de hecho y que Soraiz sólo les "alquilaba" las instalaciones de la fábrica.

En lo que hace a la codemandada Herrera, atento no haber contestado la demanda, se declaró su rebeldía (fs. 51).

c. Planteada la litis en esos términos, el tribunal en el veredicto, luego de apreciar en conciencia el material probatorio producido en autos (art. 44 inc."d" de la ley 11.653), consideró no acreditada la existencia de un vínculo de linaje laboral entre la accionante y los codemandados Kalbermatter y Herrera, si -en cambio- respecto a Soraiz (v. fs. 305/306) y, fundamentalmente, juzgó que la actora no aportó los elementos de convicción suficientes (art. 375, C.P.C.C.) que acrediten el acaecimiento del accidente de trabajo denunciado (v. fs. 307).

Ya en la sentencia, concluyó que ". la demanda -en cuanto persigue la indemnización derivada del infortunio no probado- debe ser rechazada al carecer de causa fuente jurídica (art. 499 C. Civil)" (v. fs. 309).

Siendo ello así, juzgó innecesario -por abstracto- abordar el planteo de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557.

2. La conclusión que exhibe el pronunciamiento de grado, claramente vinculada a cuestiones de hecho y prueba -y a la que arribó el juzgador de origen en ejercicio de facultades que le son privativas- no logra ser descalificada por el compareciente.

a. Tiene dicho esta Corte que la valoración del material probatorio constituye una facultad privativa de los jueces de mérito e insusceptible de revisión ante la Suprema Corte salvo el supuesto excepcional de absurdo (conf. causas L. 86.557, "Cardile", sent. de 14-XI-2007; L. 85.619, "González", sent. de 30-V-2007; L. 79.675, "Oñativia", sent. de 29-XII-2003).

Asimismo, ha declarado que establecer si en el caso el trabajador acreditó o no, con la prueba aportada, el acaecimiento del accidente de trabajo invocado, constituye una típica cuestión de hecho en principio irrevisable en la instancia extraordinaria, salvo la eficaz denuncia y acabada demostración de la existencia de aquel excepcional vicio (conf. causas L. 95.265, "Espíndola", sent. de 2-IX-2009; L. 72.786, "Fernández", sent. de 28-VIII-2002; L. 63.823, "Sanz", sent. de 17-III-1998; L. 60.107, "Martínez", sent. de 16-IX-1997; L. 57.642, "Bazán", sent.de 14-XI-1995).

Ello exige la verificación del error grave y grosero, concretado en una conclusión incoherente y contra-dictoria en el orden lógico formal e incompatible con las constancias objetivas que resultan de la causa (conf. causas L. 95.687, "Duarte", sent. de 16-IX-2009; L. 93.868, "B., A. D.", sent. de 10-IX-2008; L. 75.525, "La Bella", sent. de 2-X-2002).

b. En ese marco, el medio de impugnación deducido luce insuficiente. El interesado se aparta de la línea reflexiva que llevó a los magistrados a la solución del pronunciamiento objetado, efectuando un nuevo análisis de los hechos y elementos probatorios según su propio y personal criterio valorativo, técnica que reiteradamente se ha considerado impropia para demostrar el absurdo alegado (conf. causas L. 75.472, "Godoy", sent. de 28-V-2003; L. 73.248, "Muñoz", sent. de 4-IV-2001).

En efecto, se limita a cuestionar la ponderación efectuada por el tribunal de grado de las pruebas producidas en la causa, olvidando que en el fuero laboral, en el que rige el sistema de su apreciación "en conciencia", los magistrados están autorizados a seleccionar y jerarquizar las fuentes y medios probatorios, pudiendo preferir unos elementos a otros, sin que su opinión pueda revisarse en la instancia extraordinaria si no se demuestra la existencia de absurdo (conf. causas L. 85.111, "Blaser", sent. de 20-II-2008; L. 83.398, "Berterame", sent. de 31-VIII-2007). En el caso, el a quo hubo de brindar la fundamentación suficiente para sustentar su convicción negativa sobre la entidad probatoria de los elementos aportados (prueba testimonial -v. fs. 306 vta.-, confesión ficta -v. fs. 307-, pericial médica -v. fs. 306 vta.-), y las subjetivas discrepancias que al respecto esgrime el recurrente no devienen hábiles para neutralizar dicha labor (conf. causas L. 96.685, "Rodriguez", sent. de 15-IV-2009; L. 84.378, "Celie", sent. de 19-VII-2006).

c. En ese orden, sabido es que los jueces de grado poseen amplias facultades para apreciar los efectos de la confesión ficta -como acertadamente lo indica el sentenciante-, la que debe ponderarse con el resto de las pruebas atendiendo a las circunstancias de la causa, ya que de lo contrario se haría prevalecer la ficci ón sobre la realidad y la decisión podría alejarse de la verdad material (conf. causa L. 96.889, "Arismendi", sent. de 9-IX-2009; entre otras).

Tampoco lo manifestado por el impugnante en torno a la valoración efectuada por el tribunal de la prueba testimonial -pretendiendo evidenciar la acreditación de "la cosa riesgosa"- resulta atendible, pues, dejando a un lado que los agravios dirigidos a derribar la definición que juzgó no acreditado el accidente denunciado se exhiben inhábiles, no se condice con lo expuesto por este último en el pronunciamiento, tampoco encuentra sustento en el acta labrada con motivo de la celebración de la audiencia de vista de causa.

d. En relación a la "inconducta procesal" atribuida al demandado al no colaborar para la producción de la pericia técnica, el tribunal concluyó que dicho incum-plimiento ". podría ser materia de las facultades sancionatorias de este juzgador en el proceso, pero no de prueba del efectivo acaecimiento del accidente de autos" (v. veredicto, fs. 306 vta./307). Luego -más allá de lo que pueda opinarse al respecto- ningún embate idóneo porta el recurso orientado a atacar tal argumentación; lejos de ello, se limita a afirmar el quejoso que el a quo soslayó tener presente, al resolver la controversia, el apercibimiento dispuesto durante la tramitación de la litis.

e. Por otro lado, respecto del alegado silencio guardado por el codemandado Soraiz frente al telegrama por medio del cual se le habría notificado el acaecimiento del accidente, y la pretendida aplicación de la presunción prevista en el art.57 de la Ley de Contrato de Trabajo, el sentenciante hubo de juzgar que habiendo sido negado por el demandado su recepción y rechazo, el informe emitido por el Correo Argentino (fs. 175) nada esclareció al respecto, por lo cual no podía ser considerado para la resolución de la litis (fs. 306 vta.).

Ello -falencia que se reitera a lo largo del recurso- no ha sido objeto de un cuestionamiento por parte del interesado, y sabido es que si la recurrente omitió formular una crítica concreta y eficaz a la motivación central sobre la que se asienta el pronunciamiento, su conclusión no puede ser modificada por la Suprema Corte, pues no puede suplirse de oficio, por inferencias o interpretación, las omisiones en que incurre la parte interesada al formular su impugnación (conf. causas L. 98.578, "Lanzillota", sent. de 28-X-2009; L. 92.311, "Lucarelli", sent. de 8-VII-2008; entre muchos otros).

f. Por lo demás -y en relación a la invocada violación del art. 499 del Código Civil-, sustentada la acción resarcitoria en el art. 1113 del Código citado, carece de relevancia la circunstancia de que se encuentre probada la existencia de la relación laboral con respecto a Soraiz, habida cuenta que la eventual responsabilidad de éste por el daño ocasionado, no derivaría de la existencia del vínculo contractual (que no constituye su causa fuente), sino del acaecimiento del infortunio denunciado.

3. En cuanto a la denuncia de transgresión de la carga probatoria que el recurrente efectúa con basamento en los arts. 1113 del Código Civil y 375 del Código Procesal Civil y Comercial, es dable destacar que para que el principal deba demostrar las eximentes de responsabilidad, en forma previa el accionante debe probar -como correspondía en el caso- el hecho denunciado y luego, que el daño provino del riesgo o vicio de la cosa (conf. causas L. 75.472, "Godoy", sent. de 28-V-2003; L. 73.248, "Muñoz", sent. de 4-IV-2001; L. 66.661, "Rial", sent.de 1-XII-1998). Tales extremos no resultaron verificados en la causa, razón por la cual queda sellada la suerte adversa del recurso.

4. Finalmente, no acreditado el sustento fáctico de la pretensión en orden al acaecimiento del accidente invocado, y manteniéndose -por ende- firme en esta instancia revisora dicha conclusión, no corresponde abordar el planteo de inconstitucionalidad de los arts. 2, 6, 8, 14, 15, 21, 22, 39, 40, 46 y 49 de la ley 24.557 (conf. causas L. 93.202, "Suárez", sent. de 23-VII-2008; L. 84.287, "R., R.", sent. de 31-VIII-2007; entre otros).

IV. Por todo lo expuesto, el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido debe ser rechazado, con costas (art. 289 , C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

Los señores jueces doctores Negri, de Lázzari y Pettigiani, por los mismos fundamentos expuestos por el señor Juez doctor Soria, votaron también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

EDUARDO JULIO PETTIGIANI

HECTOR NEGRI

EDUARDO NESTOR DE LAZZARI

DANIEL FERNANDO SORIA

GUILLERMO LUIS COMADIRA

Secretario
